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Aporte del CELS sobre el Artículo 5 (Igualdad y No Discriminación) de la Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad
El CELS es una organización fundada en 1979, su misión es defender los derechos humanos y promover el fortalecimiento del Estado democrático en la Argentina. Desde hace más de una década el CELS ha problematizado la restricción del ejercicio de la capacidad jurídica de las personas con discapacidad psicosocial, en tanto acto de discriminación y obstaculización estructural para el acceso a otros derechos.

Este aporte tratará específicamente el tema de las personas con discapacidad psicosocial y su ejercicio de la capacidad jurídica en el sistema de administración de justicia en Argentina, desde la perspectiva del artículo 5 de la Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad (en adelante “la Convención”), referido a la igualdad y no discriminación.

Desde el CELS consideramos que la restricción para el ejercicio de la capacidad jurídica es en sí misma una medida discriminatoria y un obstáculo para la autonomía y la vida en comunidad de las personas con discapacidad. Asimismo representa una intervención desproporcionada del Estado en la vida íntima de los integrantes de este colectivo, de una forma que no lo hace con las demás personas.
En  nuestra más reciente investigación sobre el tema, “Cruzar el muro: desafíos y propuestas para la externación del manicomio (2015)”, identificamos que la restricción a la capacidad jurídica sigue siendo aplicada de forma generalizada a las personas con discapacidad psicosocial; que la ejecución de dichas sentencias de interdicción además están caracterizadas por irregularidades
 y que las adecuaciones procesales más recientes (revisión periódica de sentencias) aún no son generalizadas.

En Argentina, la falta de accesibilidad y la denegación de ajustes razonables siguen caracterizando la relación de las personas con discapacidad psicosocial con el sistema de administración de justicia. Aun existen importantes obstáculos para la garantía de los derechos procesales de estas personas en relación a las causas judiciales en las que están involucradas por distintos motivos
.
1. ¿Ha adoptado su país legislación que establezca la discapacidad como un fundamento prohibido de discriminación, incluyendo como forma de discriminación a la negación razonable de ajustes razonables? Por favor indique detalles de alguna reforma legal al respecto.
El ordenamiento jurídico doméstico no ha incorporado expresamente la denegación de los ajustes razonables como un supuesto de discriminación hacia las personas con discapacidad. La Ley Nacional 23.592 -sancionada en 1988-, sobre los actos que serán considerados discriminatorios no incorpora dicho supuesto. 

No obstante, la reforma del Código Civil y Comercial del año 2015 incorpora un cambio sustancial en lo que respecta al método que deberán aplicar los jueces para la resolución de los conflictos, al ordenar la utilización del método de la “ponderación”
.
En ese sentido, es necesaria una provisión normativa que establezca expresamente la denegación de ajustes razonables como un acto discriminatorio, sin perjuicio de lo cual, actualmente los jueces cuentan con las herramientas necesarias para interpretar armónicamente los instrumentos vigente sobre la materia de la capacidad jurídica y el acceso a la justicia.

Incluso la Ley 24.901, específica en materia de discapacidad, trata sobre las prestaciones de las que las personas con discapacidad deberían gozar. Sin embargo, no determina como un acto de discriminación, los límites para acceder a dichas prestaciones o la ausencia de condiciones ajustadas para su goce efectivo.
El Código Civil y Comercial de la Nación establece que se presume la plena capacidad de todas las personas, pero mantiene la posibilidad de restringir el ejercicio de la capacidad jurídica de personas con discapacidad psicosocial mediante un proceso judicial, lo que contraviene el artículo 12 de la Convención.

Esta misma norma menciona que a las personas cuya capacidad jurídica les sea restringida para determinados actos se les designarán apoyos; dejando la designación de curadores sólo para aquellas personas con las que no haya posibilidad de conocer su voluntad por ningún medio.
Es particularmente preocupante la falta de diferenciación clara entre una persona de apoyo, los alcances y competencias de esta figura, y la figura sustitutiva del ejercicio de la capacidad para la toma de decisiones, como es la tradicional figura de los curadores.

Como ejemplo de esto, en 2012 el Ministerio Público de la Defensa (“MPD”), el órgano nacional del cual dependen los curadores públicos que operan en el ámbito de la justicia nacional de la Capital Federal, reformó su estructura interna y reasignó una parte de sus curadores como “curadores de apoyo”. No obstante, en 2016 a través de otra resolución, el MPD disolvió esta figura –así como la unidad de letrados para la revisión de sentencias- y reagrupó a todos estos funcionarios como “defensores públicos curadores”
, categoría creada por la normativa vigente de este organismo
.
Aún con el marco normativo vigente, aspectos básicos del ejercicio de derechos civiles, como es el derecho al voto, las personas con discapacidad que han sido objeto de interdicción de su capacidad jurídica siguen siendo discriminadas
.
2. ¿Aplica su país una evaluación objetiva para determinar si los ajustes razonables solicitados por una persona con discapacidad es indebido o inadecuado? En tal caso, por favor describa las evaluaciones y los distintos elementos que la misma utiliza (500 palabras).
No existen mecanismos estatales generalizados de evaluación de ajustes razonables. En los distintos organismos que componen el Sistema de Justicia -tanto a nivel federal como provincial- no existen unidades o comités especializados para identificar, diseñar y ejecutar ajustes razonables para el acceso a la justicia de personas con discapacidad psicosocial.

En este contexto se generan diferencias sustantivas entre la posibilidad de acceder a la justicia para todas las personas con discapacidad psicosocial en igualdad de condiciones en todo el territorio nacional.

También es pertinente recordar que, como el Comité de los derechos de las personas con discapacidad ha sostenido de forma recurrente, el Estado no debe confundir su deber de ser accesible universalmente para todas las personas, con los ajustes razonables necesarios para casos específicos. En este sentido proveer condiciones de accesibilidad no agota la obligación de proveer ajustes razonables, y en ambos ámbitos el Estado argentino aún mantiene deudas importantes.

Un avance reciente fue la creación en 2011, a nivel federal, del “Programa Nacional de Asistencia para las Personas con Discapacidad en sus Relaciones con la Administración de Justicia” (ADAJUS), que está dirigido a evaluar y brindar apoyo técnico a las personas con discapacidad en su relación con el sistema de justicia. Esta iniciativa está adscrita al Ministerio de Justicia y Derechos Humanos de la Nación y es una unidad centralizada que actúa ante demandas específicas de casos.
3. ¿Aplica su país acciones concretas para combatir la discriminación estructural contra las personas con discapacidad? En tal caso, por favor describa la forma en que aplican estas medidas y como se hacen cumplir (500 palabras).
La institucionalidad a nivel nacional comenzó a transformarse a partir de la ratificación de la Convención y la sanción de la Ley Nacional de Salud Mental y Adicciones (LNSMA), y en ese proceso el tema de la discriminación hacia las personas con discapacidad psicosocial ha ido tomando parte en la agenda de los organismos creados para dar cumplimiento a la Ley. 

En lo que hace a la restricción al ejercicio de la capacidad jurídica, hasta 2016 existió en el ámbito del Ministerio Público de la Defensa una unidad especializada en la asistencia a personas que se encuentren en juicio por la revisión de su sentencia de restricción, orientada a promover la rehabilitación.
En la Dirección Nacional de Salud Mental, dependiente del Ministerio de Salud de la Nación  existía hasta enero de 2016 una unidad específica para la evaluación interdisciplinaria de casos en proceso de determinación de su capacidad jurídica. Las funciones de dicha unidad cesaron a partir de este año, retornando así 800 evaluaciones pendientes a sus juzgados de origen.
La Ley Nacional de Salud Mental creó mecanismos específicos para abordar de forma estructural la situación de la salud mental en Argentina, entre ellas está el Órgano de Revisión Nacional de Salud Mental, la Comisión Interministerial de Políticas en Salud Mental y Adicciones; y el Consejo Consultivo Honorario de Políticas en Salud Mental y Adicciones, que tienen entre otras funciones, de asesoría a distintas instancias del Estado en lo que hace a la política pública contra la discriminación
.
Estos organismos han generado informes y recomendaciones al Estado sobre distintas temáticas con incidencia en la discriminación estructural hacia las personas con discapacidad psicosocial, entre ellas: tratamiento mediático de la salud mental; formación universitaria de profesionales vinculados al campo de la discapacidad; prohibición de tratamientos invasivos que puedan constituir tortura; y la patologización del comportamiento infantil en el ámbito escolar
.
No obstante, a la fecha no existen disposiciones normativas específicas que estén orientadas a combatir la discriminación estructural que impone la restricción al ejercicio de la capacidad jurídica y el impacto de esto sobre el acceso a la justicia, aún menos desde una perspectiva de accesibilidad y ajustes razonables.

En un contexto generalizado de deuda del Estado con respecto a sus obligaciones asumidas en virtud de la Convención, la eficacia de los instrumentos mencionados se encuentra seriamente limitada.
4. ¿Dispone su país de leyes, políticas y estrategias para combatir la discriminación contra las mujeres y  niños con discapacidad? Por favor indique como se reflejan estas leyes en la legislación y en el marco político (500 palabras).
En relación a la situación de niñas, niños y adolescentes hay algunos avances relativos a la problematización de algunos abordajes institucionales sobre la discapacidad psicosocial que puede tener un impacto discriminatorio
 
.

Aún es una deuda del Estado la incorporación de políticas específicas para abordar la discriminación hacia las personas con discapacidad psicosocial desde una perspectiva de género.

En lo que hace específicamente en la discriminación en el ejercicio de la capacidad jurídica, es necesario destacar que tanto las mujeres como las niñas, niños y adolescentes, en cuanto colectivos específicos, también han sido históricamente vulnerados en la toma de decisiones con respecto a su ejecución de actos administrativos, judiciales y patrimoniales.
El abordaje específico del Estado sobre este aspecto debe profundizar en las otras barreras, que sumadas a las que se generan en función de la discapacidad, agudizan el impacto discriminatorio hacia estos grupos.

5. ¿Está su país monitoreando y recopilando datos desglosados sobre la discriminación de personas con discapacidad, incluyendo los desgloses relacionados con el género, la edad y los impedimentos a las que tales personas están sometidas?
 
El Instituto Nacional contra la Discriminación, la Xenofobia y el Racismo (INADI) es el órgano federal encargado de combatir la discriminación tanto en el ámbito público como el privado. Dos líneas de acción del INADI (discapacidad y salud mental) abarcan al colectivo de personas con discapacidad psicosocial. El INADI recibe denuncias, genera dictámenes y emite recomendaciones
. 

En su informe de 2016
 el INADI reproduce la información sobre las denuncias de discriminación por motivos de discapacidad ante este ente en el año de 2012. El registro da cuenta de los ámbitos donde se produjeron la mayor cantidad de actos discriminatorios por este motivo fueron en  transporte, salud, empleo y educación.
Exceptuando la información interna del INADI, el Estado no ha generado un registro actualizado, específico y accesible públicamente sobre los actos de discriminación ejercidos hacia las personas con discapacidad.

En general, los datos estadísticos generados por el Estado en materia de discapacidad no se encuentran actualizados, y los que existen, relevan aspectos muy generales que no dan suficiente cuenta de aspectos socioeconómicos y de acceso a derechos de las personas con discapacidad
.
En relación a la discapacidad psicosocial, la LNSMA ordena la realización de un censo nacional
, que transcurridos 5 años desde el final del período ordenado por la Ley, aún no se ha llevado a cabo.
Igualmente, en los registros estadísticos accesibles públicamente (al menos de la Justicia Federal y de la Provincia de Buenos Aires) no se encuentran desagregados los datos de causas iniciadas, en curso o cesadas de restricción a la capacidad jurídica de personas con discapacidad psicosocial.
� La investigación dio cuenta de que el contacto de las personas que están sujetas a interdicción con los operadores judiciales vinculados a su caso (jueces, curadores, defensores) es mínimo y se mantiene por motivos burocráticos y primordialmente de forma impersonal, lo que además somete al sujeto a una situación de dependencia hacia un sistema con el que no tiene forma de interactuar de forma efectiva. Para profundizar revisar el capítulo 2 de Cruzar el muro: desafíos y propuestas para la externación del manicomio (CELS, 2015). Disponible en: � HYPERLINK "http://goo.gl/ToaPsQ" �http://goo.gl/ToaPsQ�





� Un desarrollo extenso sobre este tema puede encontrarse en el Informe Anual sobre la situación de los Derechos Humanos en Argentina (2009). Disponible en: � HYPERLINK "http://goo.gl/fu3Anz" �http://goo.gl/fu3Anz� 


� En la Ley 23.592/1988 sobre Actos discriminatorios, no se especifica la discapacidad como uno de los motivos identificados de discriminación, y enfatiza en que no se debe menoscabar el goce de derechos de forma igualitaria, pero no especifica que las personas tienen derecho a ajustes razonables cuando el contexto de ejercicio del derecho mantiene barreras fácticas.


� ARTÍCULO 2º Código Civil y Comercial de la Nación.- Interpretación. La ley debe ser interpretada teniendo en cuenta sus palabras, sus finalidades, las leyes análogas, las disposiciones que surgen de los tratados sobre derechos humanos, los principios y los valores jurídicos, de modo coherente con todo el ordenamiento.


� La misma preocupación había sido expresada por el Comité sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad en su Observación al Estado argentino de 2012.


� Resolución DGN n° 765/2016


� Ley Orgánica del Ministerio Público de la Defensa 27.145. Disponible en: http://goo.gl/458HJC


� En una causa judicial en curso (H. O. F. s/ Amparo), el Ministerio Público Fiscal en su dictamen para elevar una causa a la Corte Suprema de Justicia de la Nación establece que las decisiones de los jueces deben contextualizarse en el marco del modelo social de la discapacidad contenido en la CDPD. Ver el dictamen completo en: https://goo.gl/bIUUMA


� El cambio de autoridades resultante del más reciente proceso electoral en Argentina (diciembre de 2010), ha generado un contexto de paralización y retrocesos de aspectos positivos de la política pública en salud mental, particularmente en relación a la participación activa del Ministerio de Salud de la Nación -autoridad de aplicación de la LNSMA- en los espacios institucionales mencionados.


� Defensoría del Público de los Servicios de Comunicación Audiovisual (2014). Guía para el tratamiento mediático responsable de la salud mental. Disponible en: http://goo.gl/THHyE2


Comisión Nacional Interministerial de Políticas de Salud Mental y Adicciones (Resolución 6/2014). Recomendaciones a las universidades públicas y privadas para la formación de profesionales en salud mental, según el artículo 33 de la Ley 26.657. Disponible en: http://goo.gl/q1ZMp7


Órgano de Revisión Nacional de Salud Mental (Resolución 17/2014). Dictamen de recomendación de la prohibición de ejecución de la terapia electroconvulsiva (electroshock). Disponible en: http://goo.gl/TXuhbN


Comisión Nacional Interministerial de Políticas de Salud Mental y Adicciones (Resolución 12/2014). Pautas para evitar el uso inapropiado de diagnósticos, medicamentos u otros tratamientos a partir de problemáticas del ámbito escolar. Disponible en: http://goo.gl/fH0wwK


� Comisión Nacional Interministerial de Políticas en Salud Mental y Adicciones (2015). “Pautas para evitar el uso inapropiado de diagnósticos, medicamentos u otros tratamientos a partir de problemáticas del ámbito escolar”. Ver en: http://goo.gl/frnNoc





� Órgano de Revisión Nacional de Salud Mental y Adicciones. Resolución 05/14: “Requerimiento de atención a los presupuestos que impone la atención en niños”. La resolución completa disponible en: �HYPERLINK "http://goo.gl/RXMkKF"��http://goo.gl/RXMkKF�


� Información sobre las líneas de trabajo del INADI y documentación generada por el organismo sobre cada una de ellas disponible en: http://www.inadi.gob.ar


� Instituto Nacional contra la Discriminación, Ia Xenofobia y el Racismo (2016). Discapacidad y no Discriminación. Disponible en: http://goo.gl/7xvS8x


� Informe nacional de cumplimiento de la Convención Interamericana para la Eliminación de todas las formas de Discriminación contra las Personas con Discapacidad (CIADDIS) y del Programa de Acción para el Decenio de las Américas por los Derechos y la Dignidad de las Personas con Discapacidad (PAD) (2016). Incluye a las personas que cuentan con certificado de discapacidad y aquellas que no lo poseen pero declaran tener alguna/s dificultad/es o limitación/es permanente/s para ver, oír, moverse, entender o aprender. Fuente: INDEC. Censo Nacional de Población, Hogares y Viviendas 2010.


� Ley Nacional 26.657/2010. Artículo 35. — Dentro de los CIENTO OCHENTA (180) días corridos de la sanción de la presente ley, la Autoridad de Aplicación debe realizar un censo nacional en todos los centros de internación en salud mental del ámbito público y privado para relevar la situación de las personas internadas, discriminando datos personales, sexo, tiempo de internación, existencia o no de consentimiento, situación judicial, situación social y familiar, y otros datos que considere relevantes. Dicho censo debe reiterarse con una periodicidad máxima de DOS (2) años y se debe promover la participación y colaboración de las jurisdicciones para su realización.





